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cación con respecto al artículo XII(c)(ii) del 
Acuerdo relativo a la Organización Internacio-
nal de Telecomunicaciones por Satélite–hecha 

en París el 23 de marzo de 2007.
Bogotá, D. C., 18 de mayo de 2010
Doctor
MANUEL JOSÉ VIVES HENRÍQUEZ
Presidente
Comisión Segunda
Referencia: Informe de ponencia para segun-

do debate al Proyecto de ley número 260 de 
2009 Cámara, 217 de 2008 Senado, por medio 
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pecto al artículo XII(c)(ii) del Acuerdo relativo 
a la Organización Internacional de Telecomuni-
caciones por Satélite–, hecha en París el 23 de 
marzo de 2007.

Señor Presidente:
En cumplimiento de la honrosa designación 

que me hizo la Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda me permito presentar el informe de po-
nencia para segundo debate al Proyecto de ley 
número 260 de 2009 Cámara,  217 de 2008 Se-
nado, por medio de la cual se aprueba –La mo-
�	����	�����������������
������

���������		����
�
Acuerdo relativo a la Organización Internacio-
nal de Telecomunicaciones por Satélite–, hecha 
en París el 23 de marzo de 2007, de conformidad 
con los artículos 150 y 224 de la Constitución 

Política  de Colombia, y los artículos 150 y 153 
de la Ley 5ª de 1992.

El informe de ponencia se radica en original 
y tres copias y en medio magnético para su res-
pectiva publicación.

Atentamente,
Roosvelt Rodríguez Rengifo,

Ponente.
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
260 DE 2009 CÁMARA, 217 DE 2008  

SENADO,
�������	�����
���
�
�������
�����������	���-
ción con respecto al artículo XII(c)(ii) del Acuer-
do relativo a la Organización Internacional de  
Telecomunicaciones por Satélite–hecha en París 

el 23 de marzo de 2007.
Bogotá, 18 de mayo de 2010
Doctor
MANUEL JOSÉ VIVES HENRÍQUEZ
Presidente
Comisión Segunda
Referencia: Informe de ponencia para segun-

do debate al Proyecto de ley número 260 de 
2009 Cámara, 217 de 2008 Senado, por medio 
���
���
�
�������
�����������	����	����������-
pecto al artículo XII(c)(ii) del Acuerdo relativo 
a la Organización Internacional de Telecomuni-
caciones por Satélite-, hecha en París el 23 de 
marzo de 2007.

Señor Presidente:
En cumplimiento de la honrosa designación 

que me hizo la Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda me permito presentar el informe de po-



Página 2 Martes, 1° de junio de 2010 GACETA DEL CONGRESO  273

nencia para segundo debate al Proyecto de ley 
número 260 de 2009 Cámara,  217 de 2008 Se-
nado, por medio de la cual se aprueba –La mo-
�	����	�����������������
������

���������		����
�
Acuerdo relativo a la Organización Internacio-
nal de Telecomunicaciones por Satélite–, hecha 
en París el 23 de marzo de 2007, de conformidad 
con los artículos 150 y 224 de la Constitución 
Política  de Colombia, y los artículos 150 y 153 
de la Ley 5ª de 1992.

1. Antecedentes del proyecto de ley
1º. El Gobierno Nacional, por intermedio de 

los Ministerios de Relaciones Exteriores y de 
Comunicaciones, presentaron (03-12-08) a con-
sideración del Congreso de la República un pro-
yecto de ley solicitando la aprobación de la “mo-
���������	�
�	��
����
	��	�������
	����������	���	
acuerdo relativo a la organización internacional 
de telecomunicaciones por satélite, hecha en Pa-
rís el 23 de marzo de 2007.

2º. Dicho proyecto de ley, numerado 217 de 
2008, fue considerado y aprobado en sesión de 
la Comisión Segunda de Senado el día 5 de mayo 
de 2009 y en sesión plenaria de la corporación el 
día 14 de diciembre de 2009, surtido lo cual fue 
trasladado a la Cámara para que siguiera su cur-
so reglamentario.

3º. El proyecto de ley fue discutido y aproba-
do en primer debate en la Comisión Segunda de 
la Cámara de Representantes, el día 11 de mayo 
��	�����	
��	���	
�	���
������	�������	�
���-
cación.

2. Sobre la Organización Internacional de 
Telecomunicaciones por Satélite

La Organización Internacional de Teleco-
municaciones por Satélite, “ITSO”, se inició en 
1964, cuando fue creada como una cooperativa 
intergubernamental con sede en Washington, 
bajo un Acuerdo Provisional que fue adoptado 
��������������	��	��!�"

La ITSO tiene como objetivos la explotación 
y comercialización del sistema de satélites de su 
propiedad, el cual es utilizado como medio de 
transmisión para prestar servicios de telecomu-
nicaciones por todos los países del mundo. La 
misión de la ITSO está inspirada en los princi-
pios fundamentales de servicio universal y de 
tarifas no discriminatorias. Estas políticas hicie-
ron de esta organización el mayor proveedor de 
servicios de voz, datos y vídeos por satélite y el 
mayor sistema de satélites del mundo.

El Acuerdo Provisional, relativo a la Organi-
zación Internacional de Telecomunicaciones por 
Satélite “INTELSAT”, adoptado por la Organi-
#�����	��	$
���	���������	��	%�
&����
��	��	��	
de agosto de 1971, y el Acuerdo Operativo de la 
ITSO, fueron incorporados a la legislación Co-
lombiana mediante la Ley 54 de 1973.

Las entidades autorizadas por un Estado Parte 
����	�����	��	'�����
	*�������
	
�	���
�����	
Signatarios y son los principales clientes y ac-
cionistas de la ITSO.

Cada Estado miembro tiene una participa-
ción de inversión mínima del 0.05% (aproxi-
madamente US$1.000.000.00) y los usuarios no 
miembros pagan solamente cargos por concepto 
de uso de segmento espacial.

2.1 Sobre la nueva estructura de la ITSO
La Vigésima Quinta Reunión de las partes 

de la Organización Internacional de Telecomuni-
caciones por Satélite “Intelsat”, celebrada en la 
ciudad de Washington del 13 al 17 de noviembre 
de 2000, decidió proceder a una reestructuración 
y privatización de esta entidad, estableciendo 
una sociedad privada encargada de la prestación 
del servicio, supervisada por una organización 
intergubernamental.

Por lo tanto, el segmento espacial de Intelsat 
ahora está suministrado por una Sociedad, sobre 
una base comercial para asegurar su calidad y 
��;�������	
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ción intergubernamental para asegurar que esta 
Sociedad cumpla ininterrumpidamente los Prin-
cipios Fundamentales.

Las ubicaciones orbitales y las asignaciones 
de frecuencias en trámite de coordinación o ins-
critas en nombre de las partes, serán conservadas 
por las partes, conforme a las disposiciones del 
Reglamento de Radiocomunicaciones de la UIT, 
hasta que las administraciones delegadas como 
�
��������
	&�<��	�
������
	��	���
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El depositario del Acuerdo es el Gobierno de 
los Estados Unidos de América, ante quien serán 
depositados las declaraciones y demás instru-
mentos.

La Organización Internacional de Teleco-
municaciones por Satélite ITSO, como se de-
nomina el Organismo Intergubernamental y sus 
bienes, estarán exentos en todo Estado Parte, 
de todo impuesto nacional sobre los ingresos 
y de todo impuesto directo nacional sobre los 
bienes.

2.2 Del acuerdo de la Organización y del 
Acuerdo Operativo de la ITSO

a) Acuerdo relativo a la Organización Inter-
nacional de Telecomunicaciones por Satélite –
ITSO, denominado el Acuerdo.

Es un Tratado de Derecho Internacional que 
establece la estructura, objetivos y funciona-
�����
	 ��	 ��	 *�����#������	 �����	 ��	 �������	
��	 
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	 ����������
�	 �
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la estructura y funcionamiento de cada uno de 
los órganos de Intelsat. Igualmente, reglamenta 
la forma de las adquisiciones requeridas para el 
desarrollo de la actividad de la Organización, los 
derechos y obligaciones de los miembros, retiro 
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de los mismos, enmiendas, solución de contro-
versias y requisitos para la entrada en vigor del 
instrumento;

b) El Acuerdo Operativo relativo a la Orga-
nización Internacional de Telecomunicaciones 
por Satélite – ITSO, denominado el Acuerdo 
Operativo.

Es un instrumento complementario del Acuer-
do que establece los derechos y obligaciones de 
los Signatarios; la transferencia de esos dere-
�&
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mos; el tope de capital; participaciones de inver-
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ingresos; transferencias de fondos; responsabi-
lidades y solución de controversias, entre otros. 
Se podría decir que reglamenta la participación, 
��
��	��	����
	��	��
��	��������
�	��	�

	
����-
tarios en la Organización.

2.3 A���������	 
����
�
�����	 ��	�
�����	
de la Organización y a su Acuerdo Operativo

Las enmiendas al Acuerdo relativo a la Orga-
nización Internacional de Telecomunicaciones 
por Satélite –ITSO, aprobadas en la Vigésima 
Reunión de la Asamblea de las Partes realizada 
en Copenhague en 1995, y las del Acuerdo Ope-
rativo aprobadas en la Vigésima Sexta Reunión 
de Signatarios llevada a cabo en Singapur en 
abril de 1995, fueron aprobadas por el honorable 
Congreso de la República mediante Ley 544 del 
23 de diciembre de 1999 y revisada su constitu-
cionalidad por la Corte Constitucional en Sen-
tencia C-1138 de octubre de 2000.

La última enmienda al Acuerdo Relativo a la 
Organización, aprobada por la Vigésima Quin-
ta Asamblea Extraordinaria de las partes en Was-
hington en 2000, fue aprobada mediante Ley 829 
del 10 de julio de 2003 la cual fue revisada por la 
Corte Constitucional según Sentencia C-278 del 
24 de marzo de 2007. Igualmente, la Ley 829 
de 2003, aprueba la Enmienda al Acuerdo Ope-
rativo, hecho en Washington el 20 de agosto 
de 1971, la cual fue aprobada por la Vigésima 
Quinta Asamblea de Partes realizada del 13 al 
17 de noviembre de 2000 y la Trigésima Prime-
ra Reunión de Signatarios realizada el 9 y 10 de 
noviembre de 2000, celebradas en Washington, 
D. C., Estados Unidos de América.

Esta enmienda, realizada en el año 2000, cons-
tituyó dos (2) organismos, una sociedad encar-
gada de explotar comercialmente la red satelital 
(sociedad) y una organización intergubernamen-
tal (ITSO) que será la encargada de supervisar el 
cumplimiento de los Principios Fundamentales 
de la Organización Satelital.

El Acuerdo enmendado, elimina todo lo rela-
cionado con los signatarios y con la estructura 
de Intelsat, como entidad gubernamental explo-
tadora del sistema satelital, cambiándola por la 
ITSO, que es un órgano intergubernamental re-

sidual con funciones muy limitadas, orientada 
sólo a supervisar el cumplimiento de los Princi-
pios Fundamentales, es decir, garantizar la pres-
tación del servicio público.

El Acuerdo Operativo fue enmendado so-
lamente en su artículo 23: “Entrada en vigor”, 
���	
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Acuerdo Operativo.

Desde ese entonces la ITSO vela porque 
Intelsat Ltda., suministre dichos servicios pú-
blicos de telecomunicaciones, incluidos los de 
voz, datos y video. Sin embargo, los derechos 
que la Organización Internacional de Teleco-
municaciones por Satélite adquirió desde su ini-
cio ante la UIT para la utilización del recurso 
órbita-espectro en ciertas posiciones satelitales, 
constituyen uno de los activos más importantes 
<	����
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el Acuerdo como el “Patrimonio Común” de las 
Partes; tratándose de un recurso natural, escaso 
<	�
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cional y equitativo.

Estos derechos que las partes han adquirido 
en el Patrimonio Común a lo largo de muchos 
�K

	 ��[�?��

	��	 ��	 �����������	���	 �����

	��-
bita-espectro en ciertas posiciones satelitales re-
sultan indispensables para el suministro de ser-
vicios de telecomunicaciones internacionales y 
son fundamentales para el mantenimiento de la 
conectividad mundial y la cobertura global. En 
�$���
�	�����
�����	��	
�	��
��
	��	�����
	����-
ciero evaluado en millones de dólares. Desde 
esta reestructuración, el mercado de las comuni-
caciones por satélite ha cambiado profundamen-
te, como resultado de la concertación de fusio-
nes, adquisiciones y alianzas. En fechas recien-
tes, fondos de capitales privados han ingresado 
al sector de las telecomunicaciones a través de 
compras apalancadas, lo que ha aumentado los 
riesgos para las entidades operadoras al incre-
mentar su nivel de endeudamiento.

2.4 La enmienda al artículo XII(c)(ii) del 
Acuerdo Relativo de la Organización Inter-
nacional de Telecomunicaciones por Satélite

Esta enmienda busca garantizar la preserva-
ción del patrimonio autónomo de las Partes, ante 
eventuales incumplimientos o renuncias por par-
te de la Sociedad. La propuesta de enmienda fue 
presentada por Colombia durante la Trigésima 
Primera Asamblea Extraordinaria de las partes, 
realizada en París, Francia, del 20 al 23 de marzo 
de 2007, y fue aceptada, discutida y aprobada 
por dicha Asamblea.

\���	
�	�������	��	���
�	��;��]	
��	���������	
por al menos dos tercios (99 de 148) de los Esta-
dos signatarios del Acuerdo Relativo a la Orga-
nización Internacional de Telecomunicaciones 
por Satélite –ITSO, hecho en Washington el 20 
de agosto de 1971.
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El artículo XII(c)(ii) del Acuerdo estipulaba 
que: “en caso de que se deje de autorizar ese 
uso, o que la sociedad deje de necesitar tal o 
tales asignaciones de frecuencias. (La Adminis-
����	������	�������������
������
���	����	������
frecuencias conforme a los procedimientos de la 
UIT”.

Ello implicaba la pérdida de esos derechos 
que se tienen en posiciones orbitales que hacen 
parte del patrimonio común y la consiguiente 
posibilidad de pérdida de cobertura global y co-
nectividad mundial, además de ir en contravía 
del uso equitativo de ese recurso.

Adicionalmente, en caso de quiebra de Intel-
sat, la imposición de la obligación antedicha a la 
'�����
�������	^
��������	��	������	���	'����-
do, podría traducirse en la pérdida de la totali-
dad o de una parte del Patrimonio Común de las 
partes.

Es por esto que Colombia propuso solucio-
���	�
�	����������	�
�	����
	��	���	��������	�	
este artículo del Acuerdo, que al haberse some-
tido a consideración de las partes, persigue tres 
objetivos:

i) Proteger la viabilidad a largo plazo del Pa-
trimonio Común;

ii) Proteger los intereses de las Partes en caso 
de quiebra de Intelsat y

iii) Asegurar la continuidad de la cobertura 
global y la conectividad mundial.

Para ello, se propuso reemplazar el párrafo (c) 
����	���	�������
	���	���	'�����
	�	��	��	��
��-
ger y preservar las posiciones orbitales y asigna-
ciones de frecuencias conexas adquiridas por la 
organización en su carácter intergubernamental 
y que conforman el Patrimonio Común de las 
partes.

_�	�
���������	���	 �]���$
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	��	 ��	 
�-
guiente manera:

(c) (ii)
Antes:
“En caso de que se deje de autorizar ese uso, 

o que la sociedad deje de necesitar tal o tales 
��	����	������������
���	��!������
������
���	�-
nación de frecuencias conforme a los procedi-
mientos de la UIT”.

Ahora, el texto se reemplaza por:
“En caso de que la sociedad, o cualquier 

otra entidad futura que haga uso de las asig-
naciones de frecuencias que sean parte del 
Patrimonio Común, renuncie a esa o esas 
asignaciones, la(s) utilice en forma distinta a 
la establecida en este Acuerdo, o se declare en 
����������	
 ���

���������������
 �����������

autorizarán el uso de esa o esas asignaciones 
de frecuencias solamente a entidades que ha-
���
������
��
�������
��
���������
��������	

lo cual le permitirá a la ITSO asegurarse de 

que las entidades seleccionadas cumplan con 
los principios fundamentales”.

`�?
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intereses de las Partes en el Patrimonio Común 
se ven protegidos en caso de que la entidad ac-
tualmente titular de licencias para usar dichas 
asignaciones de frecuencias, es decir, Intelsat, 
Ltda., (i) renuncie a esas posiciones orbitales, 
(ii) utilice dichas posiciones en forma distinta a 
la establecida en el Acuerdo de la ITSO o (iii) se 
declare en bancarrota.

Vale la pena aclarar que durante la reunión 
aprobatoria de la enmienda, el representante 
de la Unión Internacional de Telecomunicacio-
��
	{|�}�	����	���
�����	�
�����	���	��	������-
da aprobada es compatible con todos los instru-
mentos de la UIT, particularmente el Reglamen-
to de Telecomunicaciones.

2.4 Conveniencia
~
	��<	����������	��	�����������	��	�
��	�
�-

venio ya que actualmente existen antecedentes 
de pérdida de los derechos sobre órbita espacial. 
Uno de los casos que afortunadamente no termi-
nó en una pérdida, es la posición orbital 67°O 
que tiene la CAN desde hace muchos años y que, 
por tener inutilizada, casi la pierde. Por tal razón, 
los países miembros liderados por Colombia, lo-
graron salvarla en la Conferencia Mundial de 
Radiocomunicaciones de la UIT –CMR O7– 
realizada en Ginebra en octubre de 2007, donde 
consiguieron prorrogar el plazo para puesta en 
operación de la red por 3 años adicionales, y es-
�]�	��	�
���
	��	�����	��	������
	��	�
���
���	
para la explotación de este recurso.

En el caso mexicano, la pérdida de la posición 
orbital 109.2º se debió principalmente a los pro-
;����
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Satélites Mexicanos S.A. - Satmex - . Esta em-
presa se creó en 1997, después de ser privatizada 
��	
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municaciones México –Telecomm– a raíz de la 
reforma a la Ley Federal de Telecomunicaciones 
en el año de 1995. Aunque el gobierno mexicano 
continuó con un 25% de participación en la em-
presa, este porcentaje luego fue vendido en los 
mercados de valores. En 2007, México contaba 
con el 7% de la capacidad del Sistema Satelital 
Mexicano. Por ello, de acuerdo con las cláusu-
las, tendría derecho a usar sus servicios durante 
20 años. Es decir, podía hacer uso de él hasta el 
año 2017, para los servicios de carácter social 
como educación a distancia, salud y telefonía ru-
ral, así como para las redes administrativas del 
Gobierno Federal y de Seguridad Nacional.

México, al no estar protegido y como conse-
cuencia de malas decisiones, perdió la posición 
de la órbita satelital 109.2ºO. Esta era utilizada 
en servicios como DTH (Direc to Home), tele-
��
���	��	����	����������	�
����������	��������	
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�	
������
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carácter continental en el archipiélago de Hawái. 
�
�
	�
�
��������	��	 �
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	�������-
ros y operativos, que empezaron con la imposi-
bilidad que tuvo la empresa Satmex de enviar un 
satélite de reemplazo, se declaró la pérdida de 
uno de sus satélites.

Esta órbita, la 109.2º O, debía ocuparse, a más 
tardar, el 5 de mayo del 2008. Sin embargo, no 
hubo empresa que pudiera garantizar que contaría 
con el satélite para ocupar esa posición antes de 
esa fecha. Por lo tanto, la licitación se declaró de-
sierta y México perdió unos 50 mil dólares por la 
operación que se debió hacer con la Unión Inter-
nacional de Telecomunicaciones –UIT–, al igual 
que toda la cuestión de los trámites administrati-
vos y demás, sin considerar que la órbita en sí, re-
presentaba un negocio del orden de 10.5 millones 
de dólares y que también podía ser destinada para 
otro tipo de servicios, por ejemplo, para la investi-
gación. Para salvar la órbita, las autoridades trata-
ron de convencer a otras empresas extranjeras de 
operar conjuntamente con empresas mexicanas, 
para que movieran uno de sus satélites hacia la 
órbita la 109.2. Finalmente, hicieron un intercam-
bio de derechos con Canadá, canjeándola por otra 
posición canadiense vecina.

Consecuencia fatal para un país perder una 
posición privilegiada además de perder toda la 
inversión que ya se había realizado en esta ma-
teria. Lastimosamente, no es la primera vez que 
�k@��
	�����	������
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�-
ciones orbitales: ya en 2005 casi pierde la posi-
ción 77ºO.

Tenemos también el caso de Argentina, que 
actualmente hace ingentes esfuerzos para preser-
var sus derechos en las posiciones 72ºO y 81ºO, 
que cesaron operaciones comerciales, y no han 
sido aún puestas en servicio. Estas posiciones se 
protegen mediante satélites de otros operadores, 
que ocupan provisionalmente estas posiciones 
con costos del orden de 3 a 4 millones de dólares 
por cada ubicación provisional.

En la actual coyuntura del sector de tele-
comunicaciones, caracterizada por una fuerte 
competencia, es imprescindible que los Estados 
mantengan en su poder y ejerzan control sobre 
el recurso órbita-espectro que les ha sido otor-
gado (-devengado-, según la versión en español 
del Acuerdo), para lograr llevar a cabo su obje-
tivo de poner a disposición de las naciones del 
mundo, con la mayor prontitud posible, comu-
nicaciones por satélite a escala mundial. Esto, 
buscando mantener la cobertura global y la co-
nectividad mundial y atendiendo las necesidades 
de los clientes con conectividad vital mediante 
ofrecimiento de un buen servicio no discrimina-
torio.

En efecto, la intención de la enmienda, que 
en esta oportunidad se somete a consideración 
del honorable Congreso de la República, es en 

sí misma, la de garantizar la cobertura global y 
la protección y preservación del Patrimonio Co-
mún de las Partes. Es decir, que si en algún caso 
fortuito Intelsat decide, por razones comerciales 
u otras, no querer usar una determinada posición 
orbital, cada una de las 148 administraciones no 
se vea obligada a renunciar a sus derechos so-
bre tal posición orbital. Al contrario, en caso tal 
de que esto ocurra, cada una de las Partes de la 
ITSO tendrá derecho legítimo de encontrar otro 
operador dispuesto a cumplir las obligaciones 
���	
������
	��;���
�	�	��	��	
�����	�������#���
	
los principios fundamentales.

La incorporación a nuestro ordenamiento ju-
rídico interno del instrumento contentivo de la 
Enmienda al Acuerdo de la Organización Inter-
nacional de Telecomunicaciones por Satélite, 
permite la participación activa del país en todos 
los eventos por ella convocados y marcará el de-
sarrollo futuro y el buen desempeño de esa orga-
nización.

Por las anteriores consideraciones, el Gobier-
no Nacional, a través del Ministro de Relacio-
nes Exteriores y la Ministra de Comunicaciones, 
solicita al honorable Congreso de la República 
���
;��	 �_�	 �
���������	 �
�	 ��
����
	 ��	 ��� 
tículo XII(c)(ii) del acuerdo relativo a la Organi-
zación Internacional de Telecomunicaciones por 
Satelite”, hecha en París el 23 de marzo de 2007.

Proposición: 
Por lo anteriormente expuesto y con base en 

lo dispuesto por la Constitución Política y la ley, 
me permito proponer a los honorables represen-
tantes de la Cámara de Representantes, dar se-
gundo debate al Proyecto de ley número 260 de 
2009 Cámara,  217 de 2008 Senado, por medio 
���
���
�
�������
�����������	����	����������-
pecto al artículo XII(c)(ii) del Acuerdo relativo 
a la Organización Internacional de Telecomuni-
caciones por Satélite–, hecha en París el 23 de 
marzo de 2007.

Atentamente,
Roosvelt Rodríguez Rengifo,

Ponente.
TEXTO PARA SEGUNDO DEBATE AL  
PROYECTO DE LEY NÚMERO 260 DE 
2009 CÁMARA,  217 DE 2008 SENADO 

�������	�����
���
�
�������
�����������	���-
ción con respecto al artículo XII(c)(ii) del Acuer-
do relativo a la Organización Internacional de 
Telecomunicaciones por Satélite–hecha en París 

el 23 de marzo de 2007 
El Congreso de la República

Visto el texto de ������	����	�������������-
to al artículo xii(c)(ii) del acuerdo relativo a la 
Organización Internacional de Telecomunica-
ciones por Satélite, hecha en París el 23 de mar-
zo de 2007.
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DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese ������	����	�������

respecto al artículo xii(c)(ii) del acuerdo rela-
tivo a la Organización Internacional de Teleco-
municaciones por Satélite, hecha en París el 23 
de marzo de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1º de la Ley 7ª de 1944, La mo-
�	����	�����������������
������

��"		����		����
�
acuerdo relativo a la Organización Interna-
cional de Telecomunicaciones por Satélite, he-
cha en París el 23 de marzo de 2007, que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al 
país a partir de la fecha en que se perfeccione el  
vínculo internacional respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

De los honorables Representantes,
Roosvelt Rodríguez Rengifo,

Ponente.
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRI-
MER DEBATE EN LA COMISIÓN SEGUNDA 

DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 
El Congreso de la República

Visto el texto de ������	����	�����������������
�
artículo xii(c)(ii) del acuerdo relativo a la Orga-
nización Internacional de Telecomunicaciones 
por Satélite, hecha en París el 23 de marzo de 

2007.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese ������	����	�������
respecto al artículo xii(c)(ii) del acuerdo rela-
tivo a la Organización Internacional de Teleco-
municaciones por Satélite, hecha en París el 23 
de marzo de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1º de la Ley 7ª de 1944, La mo-
�	����	�����������������
������

��"		����		����
�
acuerdo relativo a la Organización Internacio-
nal de Telecomunicaciones por Satélite, hecha 
en París el 23 de marzo de 2007, que por el artí-
culo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el víncu-
lo internacional respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., mayo 18 de 2010.
Autorizamos el informe de ponencia para Se-

gundo Debate, correspondiente al  Proyecto de 
ley número  260 de 2009 Cámara, 217 de 2008 
Senado por medio de la cual se aprueba la mo-
�	����	�����������������
������

��"		����		����
�
acuerdo relativo a la Organización Internacio-
nal de Telecomunicaciones por Satélite, hecha 
en París el 23 de marzo de 2007.

El proyecto de ley fue aprobado en primer 
debate en sesión del día 11 de mayo de 2010.

La discusión y votación de este proyecto de 
ley en cumplimiento del artículo 8° del Acto Le-
gislativo N° 1 de 2003, fueron anunciadas en se-
sión del día 5 de mayo de 2010.

Publicaciones reglamentarias:
�	}�@�
	\�
<���
	��	��<	Gaceta del Congreso 

número 898 de 2008.
�	\
������	������	��;���	�����
	Gaceta del 

Congreso número 220 de 2009.
�	 \
������	 
�����
	 ��;���	 �����
	 Gaceta 

del Congreso número 509 de 2009.
�	\
������	������	��;���	�]����	Gaceta del 

Congreso número 138 de 2010.
El Presidente,

Manuel José Vives Henríquez.
La Secretaria General Comisión Segunda,

Pilar Rodríguez Arias.
COMISIÓN SEGUNDA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
TEXTO CORRESPONDIENTE AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO  260 DE 2009 
CÁMARA, 217 DE 2008 SENADO por medio 
��� 
���
�
�������
����
�����	����	����������-
pecto al artículo xii(c)(ii) del acuerdo relativo 
a la Organización Internacional de Telecomuni-
caciones por Satélite, hecha en París el 23 de 
marzo de 2007, aprobado en Primer debate en la 
Comisión Segunda de la Cámara en sesión del 

día 11 de mayo de 2010.
El Congreso de la República 

Visto el texto de ������	����	�������������-
to al artículo xii(c)(ii) del acuerdo relativo a la 
Organización Internacional de Telecomunica-
ciones por Satélite, hecha en París el 23 de mar-
zo de 2007.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese ������	����	�������

respecto al artículo xii(c)(ii) del acuerdo rela-
tivo a la Organización Internacional de Teleco-
municaciones por Satélite, hecha en París el 23 
de marzo de 2007.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1º de la Ley 7ª de 1944, La mo-
�	����	�����������������
������

��"		����		����
�
acuerdo relativo a la Organización Internacio-
nal de Telecomunicaciones por Satélite, hecha 
en París el 23 de marzo de 2007, que por el  
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al 
país a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

EL TEXTO TRASCRITO CORRESPON-
DIENTE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO  
260 DE 2009 CÁMARA, 217 DE 2008 SENA-
DO �������	�����
���
�
�������
����
�����	���-
ción con respecto al artículo xii(c)(ii) del acuer-
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do relativo a la Organización Internacional de 
Telecomunicaciones por satélite, hecha en París 
el 23 de marzo de 2007, fue el aprobado en la 
Comisión Segunda de la Cámara en Sesión del 
día 11 de mayo de 2010.

El Presidente,
Manuel José Vives Henríquez.

La Secretaria General Comisión Segunda,
Pilar Rodríguez Arias.

COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE
Bogotá, D. C., martes 11 de mayo de 2010

En sesión de la fecha, se le dio primer debate 
y se aprobó por votación nominal el Proyecto 
de ley número  260 de 2009 Cámara, 217 de 
2008 Senado por medio de la cual se aprueba 

�� ���	����	��� ���� ��������� �
� �����

�� "		���
(ii) del acuerdo relativo a la Organización In-
ternacional de Telecomunicaciones por Satélite, 
hecha en París el 23 de marzo de 2007, en los 
siguientes términos.

Leída la proposición con que termina el in-
forme de ponencia y escuhadas las explicacio-
nes del ponente, se sometió a consideración y 
se aprobó por votación nominal con el SÍ de 
11 honorables Representantes presentes.

Leído el articulado del proyecto, sometido 
a consideración y se aprobó por votación no-
minal con el SÍ de 12 honorables Represen-
tantes presentes.

Leído el título del proyecto, sometido a consi-
deración y se aprobó por votación nominal con 
el SÍ de 12 honorables Representantes presentes.

Pregunta la Comisión si quiere que este 
proyecto sea ley de la República se aprobó 
por votación nominal con el SÍ de 12 honora-
bles Representantes presentes.

La Mesa Directiva designó al honorable Re-
presentante Roosvelt Rodríguez Rengifo para 
rendir informe de ponencia en segundo debate 
dentro del término de cinco (5) días calendario.

La discusión y votación de este proyecto de 
ley en cumplimiento del artículo 8° del Acto 
Legislativo N° 1 de 2003 fueron anunciadas 
en sesión del día 5 de mayo de 2010.

Publicaciones reglamentarias:
�	}�@�
	\�
<���
	��	��<	Gaceta del Congreso 

número 898 de 2008.
�	\
������	��	��;���	�����
	Gaceta del Con-

greso número 220 de 2009.
�	\
������	��	��;���	�����
	Gaceta del Con-

greso número 509 de 2009.
�	 \
������	 ��	 ��;���	 �]����	 Gaceta del 

Congreso número 138 de 2010.
La Secretaria General Comisión Segunda,

Pilar Rodríguez Arias.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 239  
DE 2009 CÁMARA, 265 DE 2009 SENADO 

por medio de la cual se aprueba el “Protoco-
lo a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos relativo a la abolición de la Pena de 
Muerte”, adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 
de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordi-
nario de Sesiones de la Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos – OEA.

Doctor
EDGAR A. GÓMEZ R.
Presidente Cámara de Representantes
Bogotá
Apreciado Presidente:
En los términos de los artículos 150 y 153 y 

156 de la Ley 5ª de 1992 y atendiendo a la hon-
rosa designación de la Mesa Directiva de la Co-
misión Segunda de la Cámara de Representantes, 
nos permitimos rendir ponencia para segundo 
debate al Proyecto de ley número 239 de 2009 
Cámara, 265 de 2009 Senado, por medio de la 
cual se aprueba el “Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a 
la abolición de la pena de muerte”, adoptado en 
Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, en 
el vigésimo período ordinario de sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos – OEA, en los siguientes términos.

Trámite legislativo
El proyecto de ley fue radicado por el Gobier-

no Nacional a través del Ministro del Interior y 
de Justicia, el Ministro de Defensa Nacional y 
por el Ministro de Relaciones Exteriores; poste-
riormente fue publicado en la Gaceta del Con-
greso número 177 de 2009.

La Ponencia para primer debate y la ponencia 
para segundo debate en el Senado de la Repú-
blica se publicaron en la Gaceta del Congreso 
números 363 y 646 de 2009 respectivamente, y 
fue aprobado sin objeción alguna, de igual forma 
fue aprobado en primer debate en la Comisión 
Segunda de la Cámara de Representantes.

Objetivos y Contenido del Proyecto
El Proyecto busca la aprobación del protocolo 

���	�������	��	�����&
	$����������	�	��	����	��-
������	��	�
���
��

	��	�;
���	��������������	
la pena de muerte. En este sentido el artículo 1° 
���	 ��
�������
	 �	 ��������	 �
��;����	 ���	 �Los 
Estados Partes en el presente Protocolo no apli-
����������
�����	���	��
�����������
��������	��
-
na persona sometida a su jurisdicción”.

Tal compromiso y su calidad de irrevocabi-
lidad, queda expreso en el artículo 2°, cuyo in-
ciso 1° reza claramente que “#$����������	�	���
ninguna reserva al presente protocolo”. En este 
sentido, a pesar de que en Colombia hemos su-
frido la violencia generalizada desde hace varias 
décadas, es una política de Estado fundamentada 
en la Constitución Nacional, respetar la vida en 
nuestro territorio por encima de cualquier otra 
situación.
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La historia universal está llena de ejemplos de 
inocentes condenados a muerte. Sin negar la res-
ponsabilidad personal de los culpables, tampoco 
podemos olvidar que ellos son el resultado de la 
sociedad en que viven y se desarrollan. 

Una pena tampoco puede ser, como dicen 
algunos, “ejemplarizante” porque los seres hu-
manos no son instrumentos. Tal concepción, sin 
lugar a dudas es una forma de instrumentalizar a 
��
	���

��
�	��	�

�������
�	�
	����	�
	�
������
	
a los derechos humanos. 

Es de resaltar el artículo 4° de la Convención 
Americana que enmarca el protocolo, por medio 
del cual se reconoce el derecho a la vida y se 
restringe la aplicación de la pena de muerte. En 
desarrollo de esta disposición, los países Ame-
ricanos en el marco del Vigésimo Período Or-
dinario de Sesiones de la Asamblea General de 
la Organización de Estados Americanos – OEA, 
adoptaron el Protocolo que hoy nos ocupa con el 
��	��	�
�

�����	��	��]�����	��	��	�
	����������	
de la pena de muerte en sus territorios.

Además, de acuerdo con lo dispuesto en el nu-
meral 3 del citado artículo 4° “No se restablecerá la 
pena de muerte en los Estados que la han abolido”.

Según datos obtenidos de la Organización de 
Estados Americanos, los siguientes países son 
Parte del Protocolo: Brasil, Costa Rica, Ecuador, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Uru-
guay, Venezuela.

Evolución del Sustento Constitucional  
en Colombia

Colombia fue una de las naciones pioneras en eli-
minar de su ordenamiento jurídico la pena capital, 
aún antes de que así lo establecieran los posteriores 
instrumentos universales y regionales. Esta prohibi-
ción data de 1910, es decir, hace un siglo, cuando 
el constituyente de entonces dispuso en el artículo 
3° de la Constitución Política que el legislador “no 
podrá imponer la pena capital en ningún caso”. 

La evolución de la pena de muerte en Colombia 
tiene dos etapas que corresponden a las coyunturas 
de los Siglos XIX y XX. En un primer momento 
de la vida republicana la pena capital fue consa-
grada por las Constituciones de 1821, 1830, 1843, 
1853, 1858 y 1886. Sin embargo, bajo el régimen 
federal de 1863, se abolió la pena del patíbulo y 
muchos de los estados federados la proscribieron 
en sus respectivos códigos penales. Con todo, la 
restauración conservadora operada por los rege-
neradores de 1886 contempló de nuevo la pena de 
muerte en la Constitución Nacional de entonces. El 
máximo castigo comenzó a consagrarse para los 
responsables de delitos tales como traición a la pa-
tria en guerra extranjera, el parricidio, el asesinato, 
el asalto ‘en cuadrilla de malhechores’, y la pira-
tería, entre otros, pero terminó por aplicarse a otra 
serie de delitos, incluso leves, debido al régimen de 
�@�������	���������	��	��	����;����	�	�����
	���	
siglo XIX y comienzos del XX.

Desde los albores de la República, la pena de 
muerte encontró una resistencia creciente lide-
rada por algunos sectores liberales que la veían 
como un mecanismo revanchista que se aplicaba 
con criterio político por los gobiernos de turno, 
para no mencionar el error judicial, la frecuen-
cia de los fallos condenatorios basados en evi-
dencias circunstanciales y el hecho de que ella 
afectaba, con mucho, a sindicados de extracción 
popular, ya que los condenados a pena capital 
que hacían parte de las familias prestantes de la 
�������	��	��	����;�����	
�	;�������;��	���	�����-
to presidencial, con pocas excepciones.

En consecuencia, a 100 años de su vigencia, 
la asamblea constituyente encargada de reformar 
la constitución en 1910, expidió el Acto Legis-
lativo número 03 de ese mismo año, eliminando 
��������������	��	����	��	������	��	�
�
�;��"	
Desde entonces, si bien se han presentado ini-
�������
	 ���	 &��	 ���������
	 �������	 �
�	 ������	
incluso de fecha reciente, es claro que la tradi-
ción jurídica colombiana ha consolidado una po-
sición contraria a la imposición de esta pena.

Es así como uno de los bastiones de la Constitu-
ción Política de 1991 y eje fundamental de su redac-
ción por la Constituyente fue el respeto a la vida. Es 
por ello que desde su preámbulo se puede leer que:

EL PUEBLO DE COLOMBIA
“En ejercicio de su poder soberano, represen-

tado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional 
Constituyente, invocando la protección de Dios, y 
�����
������������
�����
��
�	�������
�����	���y 
��������
�
���
�����������
��
����	
��
��������-
cia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conoci-
miento, la libertad y la paz, dentro de un marco 
%
���	��!���������	���&�����	�	���	'��*
�������-
tice un orden político, económico y social justo, 
y comprometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana decreta, sanciona y 
promulga la siguiente …” (Subrayados propios).

Posteriormente en el Título II “De los dere-
chos, las Garantías y deberes” Capítulo I “De los 
derechos Fundamentales”, se señala en su artículo 
11 que el “derecho a la vida es inviolable. No ha-
�������������
����$+�_
	���	<�	�
	
��������	
�
-
����
	����	��	�����������	���	���
����	��
�
�
�
"

En concepto del Magistrado de la Corte 
Constitucional Manuel José Cepeda Espinosa el 
derecho a la vida está garantizado por estas dos 
�������
��
	 ������
	 <	 ��@�����
�	 ���
	 ����]
	
va más allá y establece que el derecho a la vida 
tiene un  carácter intangible y su inviolabilidad, 
se fundamenta en que este derecho no requie-
re para su plena existencia de la creación o el 
reconocimiento de la sociedad, del Estado o de 
una autoridad pública, por lo que no puede ser ni 
desconocido ni limitado por ellos1.

1  Cepeda E, Manuel José, Los derechos Fundamentales en 
la Constitución de 1991, Editorial Temis S. A., 1992 p.35
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En cuanto a la pena de muerte, su prohibición 
����#�	��	����
��;������	���	�����&
	�	��	����		<	
�	
formulación genérica (No habrá pena de muer-
te), hace universal la prohibición de decretar, im-
poner o ejecutar la pena ya sea  por el legislador, 
otra instancia estatal o privada. En cuanto al sta-
tus del derecho en los estados de excepción, este 
derecho no puede ser suspendido por su carácter 
de intangible, lo que deriva en la axiomática inca-
pacidad del Legislador de adoptar la única forma 
de reserva contemplada anteriormente.

Además de ello, en los deberes de todos los 
ciudadanos colombianos, contemplados en el 
Capítulo V de la Carta se instituye:

Artículo 95. La calidad de colombiano enal-
tece a todos los miembros de la comunidad na-
�	���
$�/���������������
���������������������-

��&��	��	����
�$�2
��%���	�	�����
��������3���&�
libertades reconocidos en esta Constitución im-
�
	������������	
	�����$�/�������������������
	-
gada a cumplir la Constitución y las leyes. Son 
deberes de la persona y del ciudadano:

(…)
2. Obrar conforme al principio de solidari-

dad social, respondiendo con acciones humani-
tarias ante situaciones que pongan en peligro la 
vida o la salud de las personas.

(...)
4. Defender y difundir los derechos humanos 

����� �
��������� ��� 
�� ���'	'���	�� �������$�
(…)” (Subrayados fuera de texto).

Así el derecho a la vida involucra a todos los 
�
������

	

�����
	<	�
�
	������	��	����
���-
do Cepeda, este derecho deja de ser un derecho 
que obliga solo al Estado y pasa a involucrar a 
todos los integrantes de la sociedad, más allá de 
��
	
����
��
	�
�	�
�
����	�	
���	���

���	�����-
cadas en el Título I del Libro III del Código Pe-
nal, posicionándolos como un valor fundamental 
que debe ser intrínseco al ser humano.

Instrumentos Internacionales Vigentes
En materia de obligaciones internacionales 

por parte del Estado Colombiano se pueden 
mencionar las siguientes disposiciones:

�	~�	\���
	���������
���	��	�����&

	������
	
y Políticos, incorporado a nuestro ordenamiento 
por la Ley 74 de 1968, el cual en su artículo 6º 
dispone que “en los países que no hayan abolido 
la pena capital sólo podrá imponerse la pena de 
muerte por los más graves delitos”. Con la incor-
poración de esta disposición  se cierra en nuestra 
legislación la posibilidad del restablecimiento de 
la pena capital en Colombia.
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Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos o Pacto de San José, aprobado por Ley 16 
de 1972, consagra no sólo numerosas garantías 
para reducir la aplicación de la pena de muerte 

en aquellos Estados que la mantienen en su orde-
namiento jurídico, sino que establece perentoria-
mente que “no se restablecerá la pena de muerte 
en los Estados que la hayan abolido”.
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nal vigente en Colombia como los artículos 100 
y 101 del Convenio de Ginebra III, los artículos 
68 y 75 del IV Convenio de Ginebra, incorpora-
dos a nuestra legislación por la Ley 5ª de 1960, 
dispusieron una serie de garantías procesales 
cuando se impone la pena capital de prisioneros 
de guerra y de civiles en tiempo de guerra. Si-
tuación que no sería ni fáctica ni jurídicamente 
viable en nuestro caso.
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Derechos del Niño, aprobada mediante Ley 12 
de 1991, establece que “no se impondrá la pena 
capital ni la prisión perpetua sin posibilidad de 
excarcelación por delitos cometidos por meno-
res de 18 años de edad”. Así mismo el artículo 
76-3 del Protocolo I a los Convenios de Ginebra 
de 1949 establece que debe evitarse la imposición 
de la pena de muerte a las mujeres embarazadas o 
madres de niños de corta edad, o menores de 18 
años. Lo expuesto es reiterado por el numeral 4 
del artículo 6º del Protocolo Adicional a los Con-
venios de Ginebra de 1949, relativo a la Protec-
����	��	 ��
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sin carácter internacional (Protocolo II), el cual 
fue aprobado por Ley 171 del 16 de diciembre de 
1994; Colombia adhirió el 14 de agosto de 1996. 
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lombiana en el inciso 2° del artículo 512 de la 
Ley 906 de 2004 establece incluso para los casos 
de extradición de colombianos que, si según la 
legislación del Estado requirente, el delito que 
motiva la extradición corresponde la pena de 
muerte, la entrega sólo se hará bajo la condición 
de la conmutación de tal pena.
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Declaración Universal de los Derechos Humanos 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1948, la cual a pesar de no contener tal 
proscripción de manera expresa, en ella se encuentra 
implícita la prohibición de la pena capital. El artícu-
lo 3° consagra que: “todo individuo tiene derecho a 
la vida…”, y el artículo 5° advierte que nadie puede 
ser sometido “a torturas ni a penas o tratos crueles, 
��&����
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vida de la persona debe ser protegida por todos los 
medios antes que desconocida por el Estado. 

De otra parte, Colombia suscribió junto con 
otros ochenta y cinco países, la Declaración con-
tra la Pena de Muerte presentada en el Plenario 
de la Asamblea General de Naciones Unidas, 
el 19 de diciembre de 2006 y leída nuevamente 
ante el Consejo de Derechos Humanos, el 29 de 
marzo de 2007. En esta Declaración se resaltó el 
derecho de todo individuo a la vida consagrado 
en el artículo 3° de la Declaración Universal de 
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mentos internacionales.

El Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
destinado a abolir la pena de muerte, aprobado 
mediante Ley 297 del 17 de julio de 1996, rati-
����
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vigente para nuestro país desde el 5 de noviem-
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Colombiano de mantener la prohibición de la 
pena de muerte dentro de sus obligaciones inter-
nacionales.

Finalmente, debe recordarse que, en virtud 
del artículo 93 de la Constitución Política, los 
instrumentos internacionales sobre derechos hu-
���
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torio cumplimiento y hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad.

Desarrollo Jurisprudencial  
sobre la Prohibición de la Pena de Muerte
La Corte Constitucional Colombiana se ha 

pronunciado en varias oportunidades sobre el 
tema de la Pena de Muerte especialmente en el 
sentido de prohibir su aplicación con fundamen-
to en la interpretación constitucional. En este 
sentido la Sentencia C-144 de 1997, recoge las 
principales razones de esta interpretación, que 
se presentan a continuación como elemento de 
análisis para considerar como adecuada la incor-
poración del “Protocolo a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos relativo a la 
Abolición de la Pena de Muerte” a la legislación 
nacional.

En la citada Sentencia la Corte Constitucional 
estableció que:
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dad secularizada y en el Estado de derecho pre-
tende proteger, con un control social coactivo, 
ciertos bienes jurídicos fundamentales y deter-
minadas condiciones básicas de funcionamiento 
de lo social. Por ello se concluye que, tal y como 
esta Corte lo ha señalado en diversas ocasiones, 
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butivos rígidos sino por objetivos de prevención 
general.
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Estado que reconoce la dignidad y los derechos 
de la persona, como el colombiano, pues en ese 
tipo de ordenamiento jurídico el derecho penal 
no sólo debe defender a las personas contra los 
delitos sino que tiene también que garantizar los 
derechos individuales, que son entonces límites 
al poder punitivo. La pena debe ser el resultado 
de la aplicación del derecho penal como última 
ratio y como tal debe ser necesaria, razonable, 
��������	<	��
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�	��	����-
te es una pena que desconoce la condición de 
persona del sancionado y destruye la propia cre-

dibilidad del Estado, pues la condena sólo se re-
conoce como ejercicio legítimo de la coacción 
estatal cuando se ejerce con el máximo grado de 
garantías individuales y no se desconoce la dig-
nidad del delincuente.

Conclusiones
El Estado colombiano en su Carta Política 

contempla la vida como derecho fundamental y 
como tal es inviolable, por ello brinda protec-
ción a la comunidad y garantiza la convivencia 
y el orden al interior de la sociedad; tiene todo 
el poder de controlar a los individuos que resul-
tan una amenaza para la sociedad para asegurar 
la vida y bienestar del pueblo, incluso de estos 
individuos que representan un peligro para sus 
semejantes.

Desde la Constitución en 1910, donde se eli-
����	��������������	��	����	��	������	��	�
-
lombia hasta hoy se ha formulado jurisprudencia 
que impide la aplicación de penas que atentan 
contra la vida de los individuos lo que no ha per-
mitido que iniciativas que han pretendido revivir 
�
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so del Estado Colombiano de defender la Vida, 
como reza en la Constitución Política y para en-
viar el mensaje a la comunidad internacional de 
cuál es la  posición histórica que ha caracteriza-
do al país frente a este tipo de penas.

Finalmente, el derecho a la vida es un derecho 
inalienable de los seres humanos, que se adquie-
re por el simple hecho de ser humano,  por lo que 
dicha calidad no se pierde aun cuando cometa 
crímenes. 
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Proposición Final:
Por lo anteriormente expuesto y con base en lo 

establecido por la Constitución Política y la ley, 
me permito proponer ante la honorable Plena-
ria de la Cámara de Representantes, dar segundo 
debate al Proyecto de ley número 239 de 2009 
Cámara, 265 de 2009 Senado, por medio de la 
cual se aprueba el “Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a 
la abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en 
Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, en el 
Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de Esta-
dos Americanos – OEA,

De los honorables Representantes,

Óscar Fernando Bravo Realpe,
Ponente.

TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO DE-
BATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 239 

DE 2009 CÁMARA, 265 DE 2009 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “protocolo a 
la convención americana sobre derechos humanos 
relativo a la abolición de la pena de muerte”, adop-
tado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, 
en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de Estados 

Americanos – OEA
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo a la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos Relativo a 
la abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asun-
ción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo 
Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General 
de la Organización de Estados Americanos – OEA.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos re-
lativo a la abolición de la Pena de Muerte”, adoptado 
en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, en el Vi-
gésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea 
General de la Organización de Estados Americanos – 
OEA, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obli-
gará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

De los honorables Representantes,

Óscar Fernando Bravo Realpe,
Ponente.

COMISIÓN SEGUNDA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., mayo 26 de 2010. 
Autorizamos el Informe de Ponencia para Se-

gundo Debate, correspondiente al proyecto de ley 
número  239 de 2009 Cámara, 265 de 2009 Senado, 
“por medio de  la cual se aprueba el “Protocolo a 
la Convención Americana  sobre Derechos Huma-
nos relativo a la abolición de la Pena de Muer-
te”, adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio 
de 1980, en el vigésimo período de sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos, OEA”. 

El Proyecto de ley fue aprobado en Primer De-
bate en Sesión del día 18 de mayo de 2010. 

La discusión y votación de este Proyecto de ley 
en cumplimiento del artículo 8° del Acto Legislati-
vo número 1 de 2003, fueron anunciadas en sesión 
del día 11 de mayo de 2010. 

Publicaciones reglamentarias: 
�	}�@�
	 \�
<���
	 ��	 ��<	 Gaceta del Congreso 

número 177 de 2009.
�	\
������	��	��;���	�����
	Gaceta del Con-

greso número 363 de 2009. 
�	\
������	��	��;���	�����
	Gaceta del Con-

greso número 646 de 2009.



Página 12 Martes, 1° de junio de 2010 GACETA DEL CONGRESO  273

�	\
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greso número 138 de 2010. 

El Presidente,
Manuel José Vives Henríquez. 

La Secretaria General Comisión Segunda, 
Pilar Rodríguez Arias. 

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Texto correspondiente al Proyecto de ley núme-
ro 239 de 2009 Cámara, 265 de 2009 Senado, “por 
medio de la cual se aprueba el “Protocolo a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos relati-
vo a la abolición de la Pena de Muerte”, Adoptado 
en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1980, en el 
vigésimo período de sesiones de la Asamblea General 
de la Organización de Estados Americanos, OEA”, 
aprobado en Primer debate en la Comisión Segunda 
de la Cámara en sesión del día 18 de mayo de 2010.

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo a la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos re-
lativo a la abolición de la Pena de Muerte”, adop-
tado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 1990, 
en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos – OEA.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
a la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos relativo a la abolición de la Pena de Muerte”, 
adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 
1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesio-
nes de la Asamblea General de la Organización de 
Estados Americanos – OEA, que por el artículo 1° 
de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

El texto trascrito correspondiente al Proyecto 
de ley número 239 de 2009 Cámara, 265 de 2009 
Senado, “por medio de la cual se aprueba el “Pro-
tocolo a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos relativo a la abolición de la Pena de Muer-
te”, adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio de 
1980, en el vigésimo período  de sesiones de la Asam-
blea General de la Organización de Estados America-
nos, OEA”, fue el aprobado en la Comisión Segunda 
de la Cámara en Sesión del día 18 de mayo de 2010.

El Presidente,
Manuel José Vives Henríquez.

La Secretaria General Comisión Segunda,
Pilar Rodríguez Arias.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Bogotá, D. C., martes 18 de mayo de 2010 
En sesión de la fecha, se le dio primer debate 

y se aprobó por votación nominal el Proyecto ley 
número 239 de 2009 Cámara, 265 de 2009 Senado, 
“por medio de la cual se aprueba el “Protocolo a 

la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos relativo a la abolición de la Pena de Muer-
te”, adoptado en Asunción, Paraguay, el 8 de junio 
de 1980, en el vigésimo período de sesiones de la 
Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos, OEA”, en los siguientes términos: 

Leída la proposición con que termina el infor-
me de ponencia y escuchadas las explicaciones del 
ponente, se sometió a consideración y se aprobó 
por votación nominal con el SÍ de 12 honorables 
Representantes presentes. 

Leído el articulado del proyecto y sometido a con-
sideración se aprobó por votación nominal con el SÍ 
de 11 honorables Representantes presentes. 

Leído el título del proyecto, sometido a conside-
ración y se aprobó por votación nominal con el SÍ 
de 11 honorables Representantes presentes. 

Preguntada la comisión si quiere que este pro-
yecto sea ley de la República se aprobó por vota-
ción nominal con el SÍ de 11 honorables Represen-
tantes presentes. 

La Mesa Directiva designó al honorable Repre-
sentante Oscar Fernando Bravo Realpe para rendir 
informe de ponencia en segundo debate dentro del 
término de cinco (5) días calendario. 

La discusión y votación de este proyecto de ley 
en cumplimiento del artículo 8° del Acto Legislati-
vo número 1 de 2003 fueron anunciadas en sesión 
del día 5 de mayo de 2010. 

Publicaciones reglamentarias: 
�	}�@�
	\�
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	��<	Gaceta del Congreso nú-

mero 177 de 2009. 
�	\
������	��	��;���	�����
	Gaceta del Con-

greso número 363 de 2009. 
�	\
������	��	��;���	�����
	Gaceta del Con-

greso número 646 de 2009. 
�	\
������	��	��;���	�]����	Gaceta del Con-

greso número 138 de 2010. 
La Secretaria General Comisión Segunda Cons-

titucional Permanente, 
Pilar Rodríguez Arias.
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Cámara, 217 de 2008 Senado, por medio de la cual 
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